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«Del diputado Ernesto Alejandro Prieto Gallardo, de Mo-
rena, posicionamiento relativo al dictamen.

Con el permiso de la Mesa Directiva; compañeras diputa-
das y diputados:

La Reforma Constitucional al Poder Judicial, especialmen-
te en su ámbito federal, ha sido motivo de una amplia re-
sistencia al cambio. 

Sin embargo, esto es una reacción psicológica ampliamen-
te estudiada por materias especializadas en temas organi-
zacionales, esto es, nada nuevo representa la actitud de los
juzgadores, en su resistencia al cambio y a la transforma-
ción del Poder Judicial.

Sus críticas y reflexiones jurídicas tienen más de reacción
psicológica como respuesta de resistencia al cambio, que
de objetivas e imparciales.

Para entenderlo, citaré algunas de las principales manifes-
taciones de resistencia al cambio, que ante la implementa-
ción de nuevas políticas, procesos, tecnologías o estructu-
ras, se han estudiado en el ámbito organizacional:

1. Resistencia activa: en esta se distinguen principal-
mente dos tipos de reacciones:

–Protestas y reacciones emocionales: Los implicados
pueden expresar su desacuerdo abiertamente, ya sea a
través de protestas, quejas o discusiones acaloradas.
Esta manifestación suele surgir de la frustración y el
miedo al cambio.

–Sabotaje: Algunos implicados pueden intentar obsta-
culizar el proceso de cambio deliberadamente, ya sea
a través de la falta de cooperación o acciones que per-
judiquen la implementación del cambio.

2. Comportamientos negativos:

–Chismes y rumores: Mediante la difusión de infor-
mación negativa o malentendidos sobre el cambio pue-
de aumentar la resistencia.

–Actitud cínica: Algunos implicados pueden adoptar
una actitud de escepticismo o cinismo, creyendo que el
cambio no tendrá éxito o que no será beneficioso.

3. Incertidumbre y miedo:

–Incertidumbre sobre el futuro: El miedo a lo desco-
nocido lleva a la resistencia.

–Miedo a la pérdida de control: resistencia al cambio
porque sienten que pierden el control sobre su trabajo
y su entorno.

De acuerdo a este tipo de reacciones, podemos entender
con suficiente claridad que las actitudes asumidas y des-
plegadas desde el Poder Judicial Federal, son enteramente
manifestaciones de resistencia al cambio y a la transforma-
ción de ese poder.

Han ejercido una resistencia activa, con sus manifestacio-
nes y suspensión de labores, así como con el intento de sa-
botaje con juicios y suspensiones.

Han adoptado comportamientos negativos, a través de di-
fundir información negativa, imprecisa y falsa sobre la Re-
forma Judicial que ya se aprobó, en el extremo de señalar
que significa la muerte de la democracia.

Este antecedente nos permite entender la materia del dicta-
men que se nos presenta.

La resistencia desde el Poder Judicial Federal, en su aspec-
to de sabotaje, por medio de acciones que perjudiquen la
implementación del cambio, como ya es público y amplia-
mente conocido, ha implicado que juzgadores federales en
clara violación a la Ley de Amparo, admitieran demandas
que son notoriamente improcedentes.

La intención de este tipo de sabotaje ha tenido en su extre-
mo la intención de generar un falso debate sobre limitacio-
nes a la facultad suprema del poder reformador de la Cons-
titución, el Constituyente Permanente, en que sería el
propio Poder Judicial Federal, quien por encima de la so-
beranía popular, establecería lo que puede o no contener la
Carta Magna.

Un claro y evidente trato al pueblo de tutela judicial, como
si de un menor de edad o incapaz se tratara.

En otras palabras, para algunos juzgadores la democracia
como fuente de decisión primigenia en la auto organiza-
ción y determinación de nuestra nación cuando actúa a tra-
vés de su Constituyente Permanente, para los jueces fede-
rales, tiene los límites que ellos deseen.



La pretensión de este engaño, es un intento de establecer
una dictadura y absolutismo judicial, en que la Constitu-
ción Política, más allá de la intención del Constituyente
Permanente, solo puede tener el significado y alcance que
le establezca el Poder Judicial, esto es, desde ese poder se
pretende sustituir la soberanía popular, por lo que ellos dic-
ten e interpreten.

Simple y llanamente, por encima de la Constitución, los
jueces dirían “el estado soy yo”.

Concluyo, no puede pasarse por alto que una fuente origi-
naria de interpretación es la exposición de motivos que
acompaña una reforma, lo que corresponde como obliga-
ción al Poder Legislativo, y en este sentido, si bien ya son
claros los supuestos de improcedencia establecidos en la
Ley de Amparo, se hace necesario integrar expresamente a
la Constitución Federal, los supuestos de inimpugnabilidad
de las adiciones o reformas a la Carta Magna, y así mismo,
la improcedencia de controversias y acciones de inconsti-
tucionalidad, que se pretendan con ese mismo motivo.

La protección de los derechos humanos está garantizada
pese a que ciertos integrantes del Poder Judicial Federal y
partidos de oposición en abierta resistencia activa, difun-
dan información negativa y falsedades.

Por lo expuesto, solicito votar a favor de este dictamen.

Es cuanto.

Ciudad de México, a 30 de octubre de 2024.— Diputado Ernesto Ale-
jandro Prieto Gallardo. (rúbrica).»



«De la diputada María del Rosario Orozco Caballero, de
Morena, posicionamiento relativo al dictamen.

Con su venia, diputado presidente; compañeras diputadas y
diputados:

Esta sesión nos permite reflexionar, discutir y en su caso
aprobar la Reforma Constitucional a los artículos 105 y
107 de nuestra Carta Magna.

Esta modificación busca establecer con claridad que, ante
una reforma constitucional debidamente aprobada bajo los
mecanismos previamente establecidos en la misma Carta
Magna, ni el juicio de amparo ni la controversia constitu-
cional procederán.

Es necesario establecer esta propuesta dentro de nuestro
sistema jurídico y recordar que la Constitución no solo es
nuestra Ley Suprema, es el pacto social que nos une y nos
da identidad como nación.

Desde su promulgación en 1917, nuestra Constitución ha
sido un símbolo de soberanía y transformación. En ella, los
artículos 39 y 135 nos marcan el camino para reformar el
texto constitucional. Es a través de éstos artículos que se
establece el procedimiento para que los cambios que nues-
tro país necesita se puedan materializar de manera legal y
legítima.

El Poder Judicial de la Federación, tiene a su cargo la de-
fensa de la Constitución a través de la interpretación y apli-
cación de las normas, pero no de su modificación.

En este sentido, la reforma que hoy nos ocupa no se aleja
de los principios fundamentales de nuestra Constitución,
sino que, al contrario, refuerza la certeza jurídica de los
procesos reformatorios.

A lo largo de más de un siglo, nuestra Constitución ha sido
reformada cerca de 800 veces, siempre bajo el mismo  pro-
cedimiento.

Cada modificación, desde la más pequeña hasta la más
trascendental, ha seguido un curso legal que garantiza la
participación de los poderes constituidos y de los estados
que conforman la federación.

Entonces, ¿por qué ahora se presentan resistencias? ¿por
qué, en el caso de la reforma al Poder Judicial, ciertos ac-

tores buscan frenar una reforma que sigue el mismo proce-
so que tantas veces ha sido validado?

La respuesta la encontramos en la naturaleza política e in-
tereses personales de estas resistencias y no en argumentos
jurídicos.

El objetivo de la reforma que hoy discutimos es claro: dar
certeza y seguridad jurídica al proceso de Reforma Consti-
tucional.

La Constitución es precisa, pero es momento de despejar
dudas y resolver desde la Constitución, lo que ha sido ma-
teria de interpretaciones en sentidos contradictorios.

No podemos permitir que los mecanismos establecidos pa-
ra transformar nuestra Carta Magna sean objeto de todo ti-
po de interpretaciones que intenten desvirtuar el poder re-
formador del constituyente permanente.

En esencia, lo que ésta reforma busca es proteger la sobe-
ranía del pueblo y su capacidad de reformar la Constitución
a través de sus representantes legítimos. Así lo establece
nuestro pacto social y se erigen por la aplicación de prece-
dentes judiciales emitidos por la Suprema Corte de Justicia
de la Nación.

No hay ninguna afectación a los derechos humanos. El ar-
tículo primero constitucional se queda en sus términos ac-
tuales. Mienten nuevamente, tratan de confundir a la po-
blación, pero ésta ya no les cree y lo demostró el 2 de junio.

Las figuras de controversia constitucional y acción de in-
constitucionalidad se mantienen como elementos funda-
mentales del control constitucional.

La reforma simplemente da certeza del proceso establecido
por la propia Constitución al constituyente permanente pa-
ra reformar la Constitución.

El amparo seguirá siendo una herramienta fundamental pa-
ra la protección de los derechos individuales, pero no debe
ser utilizado como un instrumento para frenar el mandato
del constituyente permanente.

Esta reforma garantiza que el proceso constitucional de
modificación quede blindado de interferencias que puedan
distorsionar la voluntad del pueblo expresada a través de
sus legisladores.



Esta reforma fortalece nuestro sistema constitucional al
proporcionar certeza y claridad en el proceso de reformas a
nuestra Carta Magna.

No se trata de eliminar derechos no de vulnerar mecanis-
mos de protección judicial, sino de asegurar que los cam-
bios constitucionales que la sociedad necesita se puedan re-
alizar de manera clara, legal y definitiva.

Es una reforma que respeta nuestra historia jurídica y que,
a la vez, mira hacia el futuro con la firme convicción de
que sólo a través del diálogo y la legalidad podremos se-
guir construyendo el México que todos anhelamos, el Mé-
xico que todos queremos.

¡Gracias!

Ciudad de México, a 30 de octubre de 2024.— Diputada María del Ro-
sario Orozco Caballero (rúbrica).»



«De la diputada Montserrat Ruiz Páez, de Morena, posi-
cionamiento relativo al dictamen.

Diputado Sergio Carlos Gutiérrez Luna, presidente de la
Mesa Directiva de la Cámara de Diputados del Congreso
de la Unión de la LXVI Legislatura.— Presente. 

Proyecto de decreto, por el que se reforma el artículo 107
y se adiciona un quinto párrafo al artículo 105 de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en ma-
teria de inimpugnabilidad de las adiciones o reformas a la
Constitución federal. 

Inclúyase en el Diario de los Debates 

Hoy, me dirijo a la honorable asamblea para respaldar esta
iniciativa. Representa un gran paso en la estabilidad insti-
tucional y la certeza jurídica de nuestro país.  

En un contexto donde la estabilidad y seguridad son esen-
ciales para el progreso de México. Esta reforma robustece
nuestro marco constitucional y garantiza que las decisiones
tomadas por el poder constituyente permanente prevalez-
can sin cuestionamientos que puedan debilitar su autori-
dad. La inimputabilidad de las adiciones o reformas a la
Constitución protegen el orden constitucional y evitan que
puedan desestabilizar el estado de derecho a través de con-
troversias como actualmente se está viviendo gracias a los
mafiosos corruptos que no quieren perder sus privilegios
del Poder Judicial. 

Con esta medida aseguramos que las decisiones funda-
mentales para la estructura del estado y los derechos de los
ciudadanos jamás se han puesto en duda a través de recur-
sos de dudosa procedencia judiciales que puedan generar
incertidumbre.1 Con este proyecto garantizamos que las re-
formas constitucionales. Una vez sean aprobadas por el po-
der constituyente permanente que el pueblo nos otorgó ja-
más puedan ser objeto de impugnación judicial, reforzando
la soberanía del Congreso y el carácter supremo de nuestra
Constitución, con esto evitamos que otros poderes fácticos
se entrometan en decisiones que corresponden exclusiva-
mente al poder reformador de la Constitución. 

Estas medidas no tienen el objetivo de limitar el acceso a
la justicia más bien de preservar el equilibrio y la estabili-
dad jurídica máxima de nuestra nación, al dejar claro que
las reformas constitucionales sean inimpugnables, protege-
mos el pacto social y evitamos que intereses particulares
afecten la voluntad del pueblo de México porque con el

pueblo todo y sin el pueblo nada. El poder constituyente
que el pueblo nos otorgó es la representación de la volun-
tad de pueblo expresada a través del voto, recuerden que
sólo ganaron el 15 de 300 distritos, nosotros nos llevamos
el 85% y con este proyecto fortalecemos la voluntad de eli-
minar esa incertidumbre y a asegurar la aplicación de las
normas.  

Los mafiosos y poderes fácticos temen perder ese poder y
ese influyentísimo que tenían y es por eso por lo que están
presionando tanto, quieren seguir teniendo jueces a su ser-
vicio, ministros a los que les paguen para entrometerse en
las decisiones del poder constituyente permanente. 

Como señala el jurista Diego Valadez “el poder reformador
de la Constitución es un poder soberano en materia consti-
tucional, y sus decisiones no deben estar sujetas al control
de otros órganos del Estado”.2

La reforma es una historia de responsabilidad con el futu-
ro del país. De acuerdo con un análisis del instituto de in-
vestigaciones jurídicas de la UNAM, garantizar la inimpu-
tabilidad de las reformas constitucionales contribuye a
mantener la seguridad jurídica como un pilar del desarrollo
económico y social, ya que un entorno estable es indispen-
sable para el crecimiento sostenido.3 Garantizando que las
decisiones constitucionales sean definitivas, proporciona-
mos una base sólida para que las leyes y políticas puedan
desarrollarse sin el temor de que el marco constitucional
cambie por poderes fácticos intervenidas por procesos ju-
diciales. 

Con esto otorgamos la confianza no sólo a los ciudadanos
sino también a los inversionistas que dependen de un en-
torno estable para planificar y llevar a cabo sus actividades.
La certeza jurídica es un pilar del desarrollo económico y
social, y este proyecto de decreto refuerza ese pilar de ma-
nera significativa.4

Respondemos al compromiso y consolidar una democracia
fuerte donde el respecto al texto constitucional sea priori-
tario y donde la seguridad jurídica sea garantía para todo el
pueblo. Una constitución sólida y libre de cuestionamien-
tos judiciales injustificados es fundamental para nuestro
desarrollo. 

Como argumenta el centro de estudios constitucionales
“las decisiones del constituyente permanente deben tener
un carácter definitivo para evitar conflictos de interpreta-
ción que afecten la operatividad del Estado”.5



Es importante recordar que el Poder Judicial no debe inter-
venir en las decisiones del poder reformador de la Consti-
tución como ha señalado el jurista Héctor Fix Zamudio “la
supremacía constitucional implica que las reformas a la
Constitución realizadas conforme al procedimiento esta-
blecido tienen una fuerza jurídica superior y no pueden ser
objeto de control por parte de otros poderes”.6

La misma Suprema Corte de Justicia de la Nación reiteró
este criterio en diversas ocasiones como por ejemplo en la
tesis aislada con registro digital 2008386, la Corte estable-
ció que “el control de la Constitución respecto a la reforma
constitucional es improcedente”.7

Además, el ministro Alberto Pérez Dayán ha expresado que
“la intervención del Poder Judicial en el control de reformas
constitucionales podría generar un desequilibrio en la divi-
sión de poderes y poner en riesgo la soberanía popular”.8

La presente reforma no es una limitación al estado de dere-
cho sino un fortalecimiento de las instituciones democráticas
y del principio de separación de poderes. Eliminando la posi-
bilidad de que las reformas constitucionales puedan ser im-
pugnadas por el Poder Judicial, de este modo reafirmamos el
poder constituyente como representante del pueblo. 

El constitucionalista Jorge Carpizo dice “la función del Po-
der Judicial es interpretar y aplicar la Constitución, pero no
puede erigirse el legislador positivo negativo de las normas
constitucionales.9 Estamos dando un paso decisivo para
asegurar que las transformaciones constitucionales no se
obstaculicen por conflictos que solamente obedecen a
particulares generales en vez de obedecer al pueblo y al
bienestar general. 

Si nos vamos a derecho y comparado es importante desta-
car como ejemplo a España en donde el tribunal constitu-
cional ha sostenido que no es competente para enjuiciar las
reformas constitucionales, pues emanan del poder constitu-
yente derivado y no son objeto de control constitucional.10

Para concluir, apoyamos esta reforma porque creemos que
es importante fortalecer la inimputabilidad de reformas
constitucionales para proteger el orden democrático y la es-
tabilidad del Instituto Regional de México. Representando
un avance hacia una mejor democracia en la que el pueblo
tenga la certeza de que sus decisiones son tomadas en el
ejercicio de sus atribuciones constitucionales y aplicadas
sin interferencias indebidas. Estamos convencidos de que
la reforma contribuirá a un México más fuerte en donde sea

la voluntad del pueblo las que refleje un marco jurídico es-
table, justo y confiable fortaleciendo la soberanía popular y
recuperando el espíritu de la Constitución de 1917.  

Es cuanto, diputado presidente. 

Notas
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Palacio Legislativo de San Lázaro, Ciudad de México, a 29 de octubre
de 2024.— Diputada Montserrat Ruiz Páez (rúbrica).»



«Del diputado César Alejandro Domínguez Domínguez,
del PRI, posicionamiento relativo al dictamen.

El grupo parlamentario del PRI votará en contra de esta re-
forma que dañará gravemente a México.

Quiero comenzar con la frase de un gran político de la iz-
quierda mexicana:

Hemos llegado aquí para reivindicar a la Constitución Ge-
neral de la República.

La expresó don Heberto Castillo el 27 de agosto de 1968
en su discurso en la plaza de la constitución.

Dijo también don Heberto: en el momento en que el pueblo
no cubra con su manto protector a los hombres más cons-
cientes de sus responsabilidades ciudadanas, la Constitución
que ahora hemos hecho vigente en muchos de sus artículos,
volverá a ser olvidada. Y nosotros, estudiantes y maestros se-
remos víctimas de las represiones más violentas.

Lo dijo 36 días antes del fatídico 2 de octubre.

Parafraseando al ingeniero Castillo hoy bien podemos afir-
mar, que en el momento en que la Constitución no cubra
con su manto protector al pueblo de México, la Constitu-
ción será olvidada. Y los mexicanos serán víctimas de los
más violentos ultrajes a los derechos humanos.

Lo estamos diciendo antes de que México sea convertido
en un estado autoritario, no sólo de facto, como ya lo es
con la mayoría oficialista, sino autoritario desde la consti-
tución misma.

El ejercicio opresivo del poder y la limitación de las liber-
tades políticas serán crecientes.

Si como decía Reyes Heroles la libertad se forma de liber-
tades, nosotros creemos que el autoritarismo se forma de la
suma de actos autoritarios, como los que ya está viviendo
México.

Por eso, en el grupo parlamentario del PRI, estamos en
contra de este dictamen y del proyecto de decreto de modi-
ficaciones a la Constitución, por lo cual votaremos por
convicción en contra.

Votaremos en contra por tres razones muy importantes:

1) La reforma constitucional atenta contra el principio
de convencionalidad y representa un grave retroceso pa-
ra la protección de los derechos humanos, en particular
contra el derecho a la tutela judicial efectiva.

2) Se violó el procedimiento legislativo al no cumplir
con los plazos reglamentarios previstos para circular un
dictamen, lo cual atenta contra el derecho de la libre de-
liberación democrática; y

3) No se acreditó la urgencia para aprobar un dictamen
en reunión extraordinaria de la Comisión.

Como lo señalé en Comisión, los iniciadores se volaron la
barda, en la intención de los de esta reforma, que preten-
dieron incluso borrar de un plumazo el control de conven-
cionalidad, que no es otra cosa más que “la herramienta
que permite a los Estados concretar la obligación de garan-
tía de los derechos humanos en el ámbito interno, a través
de la verificación de la conformidad de las normas y prác-
ticas nacionales, con la Convención Americana de los De-
rechos Humanos y su jurisprudencia”.

El grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional no puede dejar de señalar que la presente reforma es
inconvencional pues de conformidad con el artículo 1o.
constitucional, en su tercer párrafo establece que todas las
autoridades, en el ámbito de sus competencias, tienen la
obligación de promover, respetar, proteger y garantizar los
derechos humanos de conformidad con los principios de
universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresi-
vidad.

Estos principios derivan de obligaciones internacionales de
los que México forma parte y, en consecuencia, el Estado
Mexicano está obligado a garantizar su observancia y cum-
plimiento en el marco jurídico nacional.

Respecto al principio de progresividad, es importante se-
ñalar que el sentido negativo del principio de progresividad
implica que el legislador tiene prohibido, emitir actos le-
gislativos que limiten, restrinjan, eliminen o desconozcan
el alcance y la tutela que en determinado momento ya se
reconocía a los derechos humanos, en este caso el de la tu-
tela judicial efectiva.



En este sentido, es necesario hacer referencia a la conocida
formula Radbruch, que establece que el derecho extrema-
damente injusto no es derecho.

El profesor Gustav Radbruch, después de vivir los horrores
de la Segunda Guerra Mundial y los efectos del radicalis-
mo del positivismo jurídico en la Alemania Nazi, en donde
bajo el argumento de que las normas fueron aprobadas y
promulgadas siguiendo las formalidades establecidas en la
Constitución, entonces no importaba si se violentaban los
derechos humanos.

Radbruch niega la naturaleza jurídica de las leyes positivas
cuando en su establecimiento contravienen conscientemen-
te los Derechos Humanos, como hoy se pretende hacer en
México.

Que quede muy claro: no es posible concebir, en el marco
de la historia constitucional mexicana, la intención de in-
corporar una disposición que abra la puerta a un escenario
de incertidumbre constitucional, en donde en adelante, la
mayoría valiéndose de ello, tenga la posibilidad de incor-
porar a la Constitución mexicana normas que atenten con-
tra los derechos humanos o los principios democráticos.

Aunque finalmente, viendo que la soberbia los nubló y con
el peligro que se les fuimos señalando todos, que estaban
exponiendo al país, optaron por no reformar el Artículo
Primero Constitucional; pero, sí persistieron en su idea de
reformar el 105 y 107 de la Carta Magna, declarando im-
procedentes las controversias constitucionales y las accio-
nes de inconstitucionalidad, así como el juicio de amparo
en las adiciones y reformas a la Constitución. Además, de
agregar un artículo transitorio donde violentan el principio
de irretroactividad de la Ley.

Pero hay que ser claros, para ilustración de la asamblea, la
Controversia Constitucional, el Juicio de Amparo y la ac-
ción de inconstitucionalidad son mecanismos de control
constitucional distintos; es decir, combaten hechos diferen-
tes y por vía procedimental distinta, contra las arbitrarieda-
des que resulten de una norma.

La Controversia Constitucional se promueve ante la Su-
prema Corte de Justicia de la Nación para resolver conflic-
tos que surjan entre poderes federales, poderes de los esta-
dos, órganos de Gobierno o entre órdenes de Gobierno
federal, estatal y municipal, por invasión de competencias
o por cualquier tipo de violación a la Constitución Federal,
por parte de los órganos señalados

La controversia tiene como finalidad primordial el fortale-
cimiento del federalismo y garantizar la supremacía de la
Constitución, evitando el atropello centralista.

Por otra parte, la Acción de Inconstitucionalidad es un me-
canismo de control que sirve para expulsar del orden jurí-
dico las normas generales que sean contrarias a la Consti-
tución, o a los Tratados Internacionales de los cuales
nuestro país es parte.

Así pues, el argumento base del oficialismo para que esta
reforma avance radica en el artículo 61, fracción I, de la
Ley de Amparo.

Pero este artículo en ninguna parte dice que el Juicio de Con-
troversia constitucional, ni la acción de inconstitucionalidad
no puedan combatir una reforma o adición a la Constitución;
ni señala que el Juicio de amparo no procede contra las vio-
laciones que se incurran en el proceso legislativo.

El Principio de irretroactividad de la Ley es un principio
protector mediante el cual se pretende brindar certeza para
que la Ley vigente, aplicable en una circunstancia de tiem-
po, modo y lugar, sea impuesta; garantizando la legalidad
de los actos y cuidando los derechos de las personas.

Pongámoslo con peras y manzanas para entenderlo mejor. 

Cualquier municipio del país, no estará en condiciones de
presentar una acción de este tipo si se resuelve por esta so-
beranía que no tendrán facultades para el cobro del im-
puesto predial.

O bien, imagínense que se hace una reforma por la mayo-
ría calificada a la Constitución donde se limita la libertad
de tránsito por las carreteras del país; o bien se hace una re-
forma para expropiar bienes sin acreditar causa de utilidad
pública; nadie podrá ampararse porque es una reforma
constitucional.

Me imagino el orgullo de cualquier diputado de la mayoría
oficial diciéndole a sus hijos:

Hoy, hijos míos, como diputado del movimiento en el
gobierno, voté para prohibir la impugnación de refor-
mas constitucionales, dejando al poder político sin lími-
tes frente a los ciudadanos.

Hoy voté para que se cancelen los juicios de amparo en
curso.



Hoy queridos hijos, como diputado de Morena, o del
Partido del Trabajo, o del Partido Verde Ecologista de
México, voté para que se callen quienes no estén de
acuerdo conmigo o con los gobernantes de mi partido.

Hoy voté en contra de los compromisos de México en
materia de derechos humanos y justicia, porque el que
tiene “razón” soy yo, y porque el mundo está equivoca-
do al defender los derechos de las personas.

Que quede claro hijos. Si en la autopista yo voy en sen-
tido contrario, los equivocados son los demás automovi-
listas, no yo.

Por eso hoy voté para debilitar la protección de derechos
humanos y el acceso a la justicia de los ciudadanos.

Hoy voté para que lo que yo diga y haga junto con mis
compañeros diputados del gobierno de Morena no pueda
ser revisado por ningún juez. Yo sé más de derecho que
cualquier juez.

Hoy voté en contra de todo lo que han dicho jueces nacio-
nales e internacionales sobre derechos humanos y control
constitucional. Ya les dije queridos hijos, el que sabe de de-
recho soy yo, no ellos.

Hoy voté para que haya inseguridad jurídica y para que se
callen los trabajadores del Poder Judicial.

Por todo esto, hijos míos, hoy con enorme orgullo y lleno
de emoción, como diputado, voté para que en México ha-
ya menos justicia, menos protección de los derechos hu-
manos y menos libertades.

Compañeras y compañeros, ¿están dispuestos a decirle eso
a sus hijos y a su familia; están dispuestos a votar aun
cuando muchas y muchos de ustedes no estén de acuerdo
con estas modificaciones de forma convencida?

Si los derechos humanos que sostienen al Orden Jurídico, sus
valores fundamentales, se conciben en un plano de Universa-
lidad Indivisibilidad, Interdependencia y sobre todo Progresi-
vidad e Inalienabilidad, ¿no es más que lógico concluir, que
el sistema jurídico que los ampara, debe basarse también en
un enfoque evolutivo, garantista y progresista?

¿Qué propósito tendría, de fondo, un sistema jurídico que
se aleje de los principios esenciales que justifican su mis-

ma existencia, escudándose en la “pulcritud” reformadora
de su forma?

Ahora ¿es la facultad del Poder reformador absoluta e ili-
mitada? la respuesta Pro Persona, humanista, a esta inte-
rrogante debe ser un categórico No. Pues existe un peligro
absolutista respondiendo con un Si.

Si un poder reformador, con un impecable formalismo
constitucional, decide terminar el pacto federal, para susti-
tuirlo por un poder monárquico que restaure títulos nobi-
liarios, si el día de mañana es regulada la esclavitud o au-
torizados los castigos corporales en materia penal, ¿ya no
se podrá hacer nada porque tal norma es “constitucional”?

Naturalmente no, el poder reformador no puede sustituir al
Poder Constituyente, los valores fundamentales asentados
por el primero no pueden ser mancillados por el segundo y
la luz de los derechos humanos fundamentales de fondo no
puede palidecer ante la forma contenida en el actuar del po-
der revisor de la Constitución.

Hay que ser claros, la división de poderes, la independen-
cia judicial, son caracteres de los cuales derivan derechos
humanos fundamentales y cualquier acto que atente contra
ellos es violatorio de los mismos.

En el PRI no estamos en contra de la Supremacía Consti-
tucional, por el contrario, el PRI construyó durante décadas
el andamiaje para que se garantizara que los de derechos
fundamentales no se anulen ni supriman, respetamos la
constitución y creamos los mecanismos de protección a la
misma.

La reforma que hoy se debate, tiene por objeto eliminar los
mecanismos jurídicos para que ante la eventual posibilidad
de que se legisle en contra los derechos humanos, exista un
control sobre el poder reformador; esta reforma lo que per-
sigue es: encadenar a la Constitución y convertirla en fuen-
te del autoritarismo más ramplón.

Pero la reforma del oficialismo viene a cerrar la llave a la
posibilidad de defensa que tienen los ciudadanos y las ins-
tituciones de impugnar los actos legislativos que, aunque
estén en la Constitución puedan ser violatorios a los dere-
chos humanos establecidos en tratados internacionales.

Lázaro Cárdenas, en 1935, en su primer informe de go-
bierno, habló de la importancia de velar empeñosamente



por el respeto de las garantías individuales que otorga la
Constitución.

Benito Juárez, el personaje histórico favorito de la 4T, dijo
en 1864 “seguiría poniendo todos los esfuerzos que estén
en mi posibilidad para ayudar a mi Patria en la defensa de
su independencia, de sus instituciones y de su dignidad”,
bandera que hoy, como siempre, los priístas mantenemos
izada.

A lo que se opone el PRI, a que se establezcan candados
que nos impidan acceder a medios de defensa ante actos
legislativos que puedan ser violatorios a los derechos hu-
manos, que nos impidan promover las acciones de incons-
titucionalidad ante la posible contradicción entre la Consti-
tución y alguna norma o disposición de carácter general de
menor jerarquía: ley, tratado internacional, reglamento o
decreto, con el objeto de preservar o mantener la suprema-
cía de la Carta Magna, y dejar sin efecto las normas decla-
radas inconstitucionales.

A lo que se opone el PRI, es a que se le niegue a uno de los
Poderes, órganos autónomos u órdenes de gobierno que
consideren que una norma, acto u omisión invaden su es-
fera de competencia, vulnerando el orden Constitucional.

A todo esto, es a lo que se opone el PRI, a que cada vez se
le disminuya en facultades a la Suprema Corte de Justicia
de la Nación, porque ella es la garante del respeto a la
Constitución, no lo es ni el Senado, ni la Cámara de Dipu-
tados, y mucho menos el Poder Ejecutivo.

Nos oponemos pues, a la desaparición fáctica de la división
de poderes.

Nos oponemos a la extinción de un verdadero sistema de
pesos y contrapesos.

Compañeras y compañeros:

¿Cuál es la motivación para esta reforma?, ¿Qué trasfondo
político hay detrás de ello?, -pues muy fácil; consumar la
venganza del expresidente y sus principales “servidores”
para perpetuarse en el poder y desmantelar las instituciones
que les estorban para sus fines, es mandar al diablo las ins-
tituciones.

Pero, precisamente para eso se establecieron los controles
de convencionalidad y de constitucionalidad, precisamente

para eso surgió el juicio de amparo, precisamente para eso
surgieron las acciones de inconstitucionalidad y controver-
sias constitucionales. Para cuidar al pueblo y sus institu-
ciones de las ambiciones desmedidas de quien ostenta el
Poder, se crearon estas figuras jurídicas, para proteger los
derechos del gobernado.

Lamentablemente, el oficialismo, se ha pasado diciendo:
que la Suprema Corte de Justicia de la Nación se convirtió
en el “Supremo Poder Conservador”; Si, aquella institu-
ción que no nos es ajena a las y los mexicanos, pues hace
casi 200 años, en la Constitución de 1836, o las Siete Le-
yes Constitucionales, como se les conoce, se creó ese “Su-
premo Poder Conservador” para –y lo digo entre comillas–
“proteger la pureza de la Constitución” y posicionarse, in-
cluso, por encima de los poderes de la unión.

Pero no, ese “Supremo Poder Conservador”, no es la Cor-
te, como lo dice el oficialismo.

No, ese “Supremo Poder Conservador” ahora es Morena y
sus aliados, que escudándose en la voluntad popular están
haciendo pedazos las instituciones que le daban equilibrio
a México; porque sus ambiciones de poder, los han llevado
en tan solo 6 años a convertirse en lo que tanto decían odiar
y combatir, pero que ahora, saboreando las mieles del po-
der desean preservarlo a toda costa, por eso no quieren obs-
táculos, por eso no quieren una verdadera división de po-
deres, por eso no quieren que siga existiendo un sistema de
pesos y contrapesos.

Hoy, en tan solo unos días están haciendo lo que al Con-
greso Constituyente de 1835-1836 le costó meses de inten-
so debate legislativo, mismo que se dio entre las más apa-
sionadas y controvertidas discusiones jurídicas y políticas,
que quedaron plasmadas en las páginas de la historia dere-
cho parlamentario mexicano.

Hoy, en pocos días se están consagrando como el segundo
Supremo Poder Conservador de México. Irónicamente en
su discurso dicen aborrecer a los conservadores, pero bue-
no... así empezó Porfirio Díaz y ni él se atrevió a tanto, en
tan poco tiempo.

Hoy obligadamente me viene a la mente, la fábula de Re-
belión en la Granja, de George Orwell, donde los animales
se rebelaron de sus amos los humanos y establecieron 7
mandamientos, y en el quinto de ellos decía que: “Ningún
animal deberá tomar alcohol”, pero cuando los cerdos de la



granja lo probaron y se embriagaron, mandaron cambiar
ese mandamiento para que dijera: “Ningún animal beberá
alcohol en exceso” 

Así nos está pasando y nos pasará a todos los mexicanos;
vamos a ver a Morena hacer todo lo que dijeron que ellos
no iban a hacer, porque estaba mal; vamos a ver a Morena
hacer, lo que ellos decían que estaba mal de los gobiernos
anteriores que tan combativamente criticaron y siguen cri-
ticando.

Compañeras y compañeros:

Quisiera cerrar esta intervención haciendo referencia a una
historia que más o menos dice así... Dos personajes ilustres
se encuentran, luego de elogiarse mutuamente, inician un
diálogo sobre las formas de gobierno y cuál sería la mejor.
Uno de ellos afirma que se ha creado un nuevo principio
capaz de descomponer las diversas instituciones con la ra-
pidez del rayo. El otro le pregunta a qué principio se refie-
re, y le contesta que al de la “Soberanía popular” 

Luego le describe cómo hará que el pueblo lo ame, confe-
sando que les dará lo mínimo para subsistir, pero les dirá que
sus opositores, (los ricos) quieren que no reparta la riqueza
entre los pobres, por lo que el pueblo odiará a los ricos y te-
merá que él deje de tener el poder porque después dejará de
ayudarles; mantendrá al pueblo desinformado, hasta que pri-
vado de la información, se olvide de ella; luego en los tiem-
pos de paz hará que el Ejército haga labor de servicio social
y obra pública, así tendrá cada vez más dominio sobre el
Ejército y el pueblo, y a su vez no pagará a contratistas por-
que ya tiene mano de obra gratis; también les pagará a los di-
putados del parlamento, para que aprueben sus leyes a con-
veniencia; con las leyes que le apruebe el parlamento,
establecerá las bases para controlar a la prensa, por lo que los
medios de comunicación no hablarán mal de él; luego con las
mismas leyes que él ordenó aprobar, hará jubilar a los jueces
viejos y pondrá nuevos que le sean afines exclusivamente a
él, especialmente para establecer juicios políticos, siempre
dispuestos a sacrificar su conciencia a los propósitos de ven-
ganza o de odio del príncipe.

En pocas palabras, tendrá ejército de ciudadanos, un ejér-
cito de soldados, un ejército de periodistas, un ejército de
jueces, un ejército de obreros, un ejército de empleados, la
burocracia... todos bajo su control.

Esta historia, más o menos, en los términos que he contado
de forma muy burda y resumida, es lo que escribió el autor

francés Maurice Joly en 1864, en su obra denominada
“Diálogo en el Infierno entre Maquiavelo y Montesquieu”.

¿Quién pensaría que esta historia “ficticia” se hiciera reali-
dad 160 años después en nuestro México?

Uno de los constitucionalistas más brillantes que fue dipu-
tado en esta Cámara, Felipe Tena Ramírez, afirmaba que
por la naturaleza misma de las cosas que el poder limite al
poder, es la fórmula sencilla y genial de impedir el abuso
del poder.

En contraparte, hoy con esta reforma es el propio Poder
Legislativo no está limitando al poder, y esa es la fórmula
más simple de permitir el abuso del poder.

Dicen que no somos iguales, y sí, Afortunadamente, ¡no
somos iguales!

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 30 de octubre de 2024.— Dipu-
tado César Alejandro Domínguez Domínguez (rúbrica).»
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